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El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1. El tres (3) de enero del año que avanza, a las 7:40 p.m., en la carrera 10 con calle 39 de Dosquebradas, colisionó el vehículo tracto camión de servicio público conducido por el aquí procesado (en sentido Dosquebradas-La Romelia), con una motocicleta en la cual se desplazaba el joven JAVIER ARDUAY BETANCURT (en sentido Dosquebradas-Pereira). Se concluyó, que el tracto camión invadió el carril de la motocicleta y esa fue la causa de este hecho de tránsito. Como consecuencia lesiva a la integridad física del joven JAVIER ARDUAY, se dictaminó deformidad física que afecta el cuerpo de carecer permanente, perturbación funcional igualmente permanente del órgano de la locomoción, y pérdida anatómica del miembro inferior izquierdo dada la amputación del tercio distal del muslo izquierdo, lo mismo que perturbación síquica de carácter permanente. Lo dicho, con fundamento en sendos dictámenes médico y psicológico forenses.

1.2. La Fiscalía acusó al motorista SÁNCHEZ GARZÓN, como autor material del comportamiento culposo, al estimar que fue él la persona que por imprudencia dio lugar a la colisión. Se atribuyó por tanto su autoría en un delito de Lesiones Personales Culposas, descrito en el Libro II, Título Primero, Capítulo Tercero, artículos 111,112 inciso 2º, 113 inciso 2º, 114 inciso 2º, 114 inciso 2º, y 120 del Código de Penas.

1.3. Celebrada la audiencia pública de Juicio Oral, la señora Juez anunció que el sentido del fallo lo sería de carácter condenatorio, momento en el cual la víctima y su representante solicitaron la apertura del incidente de reparación integral, a cuyo trámite se vinculó, también a petición del representante de la víctima, a la Sociedad Transportes Alianza S.A. como propietaria del camión y en condición de tercera civilmente responsable. 

1.4. Se llevó a cabo en audiencia de trámite el incidente de reparación integral a petición del representante de la víctima, dentro del cual se valoraron los perjuicios materiales y morales derivados del hecho. La decisión correspondiente fue incorporada a la sentencia de mérito como por ley correspondía.

En ese acto intervinieron Fiscal, Ministerio Público (Personero de Dosquebradas), el declarado penalmente responsable, la defensa, la víctima, el representante legal de la víctima (Transportes Alianza S.A.), el tercero civilmente responsable y el representante del tercero civilmente responsable, con pretensiones antagónicas, incluso, algunas de ellas, aportando pruebas periciales totalmente opuestas.

El representante de la víctima solicitó en un comienzo el pago de los siguientes perjuicios: 1.- MATERIALES: a)- Daño emergente, 100 millones de pesos, valor de la prótesis, b)- Lucro cesante consolidado (entre el momento del hecho y día del pago): 1’502.968.oo, c)- El lucro cesante futuro (entre la fecha del pago y la máxima expectativa de vida según certificación de la Superbancaria): 70’141.161.oo; 2.- MORALES a las siguientes personas en pesos Colombianos: a)- Para la víctima doscientos salarios mínimos para la fecha del pago; b)- Cien salarios mínimos para Sebastián Betancurt (hijo menor de la víctima quien cuenta con 19 años de edad), c)- Cien s.m.l.m.v. para cada uno de los padres (madre legítima y padre de crianza) y 3.- FISIOLÓGICOS (detrimento de su modo de vivir por daños físicos y sicológicos): cien salarios m.l.m.v. TOTAL: 171’644.129.oo (materiales) + 190.750.000.oo (morales) + 38’150.000.oo (fisiológicos) = 400’544.129.oo 

Sustenta su pretensión en las siguientes pruebas: 1.- Para los MATERIALES tiene como base: a)- La pérdida de la capacidad laboral determinada por la Junta de Calificación de Invalidez (52.33 %); b)- La edad y el salario devengado, que fueron objeto de un dictamen pericial; 2.- Para los MORALES se debe tener en consideración el dictamen sicológico en donde se estimó la gravedad de la lesión permanente fijada por el señor Médico Legista, acerca del cual se dio una estipulación entre Fiscalía y Defensa. Con respecto al perjuicio moral en el hijo menor y en los padres, se presume, aunque posee testigos que podrían presentarse al estrado; 3.- Con iguales testimonios se puede comprobar el daño fisiológico que ha sufrido la víctima; 4.- Documentación de la Oficina de Tránsito que establece la propiedad del vehículo, requerido para la vinculación del tercero civilmente responsable; al igual que Certificado de la Cámara de Comercio sobre la representación legal de la entidad; 5- Registros Civiles de Nacimiento, de la legitimación por activa de quienes están reclamando.

No obstante los valores indicados como pretensión por parte del señor representante de la víctima, la perito presentada por él en este incidente, dictaminó unos montos superiores, a saber: Como perjuicios materiales un total de 171’775.737, discriminados así: a)- Lucro cesante consolidado (lo que dejó de percibir desde el momento del accidente hasta la sentencia): 1’502.969.oo, b)- Lucro Cesante futuro (de acuerdo con la tabla de supervivencia la expectativa de vida del demandante. Tiene 25 años. Como la incapacidad laboral pasa a más del 50% es catalogado como muerte, o sea el 100%): 70’272.768.oo, c)- Daño emergente consolidado (no se tuvo en cuenta nada porque no existían documentos anexos que demostraran gastos de parte de la víctima), y d)- Daño emergente futuro: 100’000.000.oo (valor de la prótesis).

Al informativo se allegaron los testimonios de la señora BERTA GÓMEZ FRANCO, propietaria de la vivienda en la cual es inquilino la víctima y su familia, quien dio fe de la angustia sufrida en este hogar a causa del accidente. Igualmente, el testimonio de una mujer de nombre MARÍA EUGENIA GRISALES PARRA, quien es persona que sufrió similar lesión en un accidente de tránsito hace muchos años y asegura que su vida transcurre “normalmente”; asegura además, que el valor de una prótesis oscila entre tres y seis millones de pesos. 

Por parte de la defensa y representante del tercero civilmente responsable, se presenta otra perito, quien comparece asistida de un matemático y sustentan unas conclusiones indemnizatorias diametralmente opuestas a las referidas por la anterior perito. Por medio de esta última peritación, se constata lo siguiente: DAÑOS MATERIALES: Daño emergente consolidado no hubo porque no se aportaron gastos. Daño emergente futuro: a la fecha no se han hecho. Adjunta tres cotizaciones de prótesis “por encima de la rodilla”: 9’500.000.oo, 7’370.000.oo, y 1’184.400.oo). Desean pagar la de nueve millones quinientos mil, y así lo consignan en el daño emergente futuro. Lucro cesante: Es indispensable mirar la productividad de la persona, como elemento indispensable. No hay prueba fehaciente acerca de lo devengado por la víctima en el momento del accidente, por lo tanto, estima que los ingresos se calculan con el promedio de los últimos tres meses. Al haber sido el accidente en enero de este año, corresponde hacer un promedio de los salarios vigentes a 2004 y 2005, lo que arroja 335.808 (cifra a la cual se aumenta el 25% por concepto de prestaciones sociales, pero también se le resta el 25% por gastos de ley). Lucro cesante consolidado: 4.17 meses x salario de 335.808: 1’411.159.78. Lucro cesante futuro: a partir de la presentación del avalúo hasta la vida productiva de la persona (concordante con el promedio de vida de ella, que equivale en este caso a 51.04, o sea que los meses que quedan de vida en forma efectiva son 607.83): 34’496.551.18. El total para daños materiales es por tanto de: 9’500.000.oo + 1’411.159.78 + 34’496.551.18 = 45’407.710.96.
2.- El Debate

La señora Juez concluyó que el conductor del tracto camión debía responder por los daños ocasionados, al igual que el propietario del vehículo porque se presume que tenía para el momento del accidente la guarda material sobre dicha máquina, y a la empresa porque como afiliadora también usufructuaba los beneficios que de dicha afiliación se derivan. Al momento de la tasación de los perjuicios, estimó que si bien ambos conductores contribuyeron al resultado, aquí debía hacerse primar la culpa más grave de las dos, que en nuestro caso lo era la del conductor del camión. En esos términos consideró que éste debía correr con el 80% de los perjuicios, pues el otro 20% correspondía a la misma víctima. 

La funcionaria no accedió al monto de lo pretendido por el representante de la víctima, pues a su juicio no se logró demostrar la cuantía y se observa exagerada frente a la realidad procesal; al contrario, acogió los valores suministrados por el dictamen pericial presentado por la defensa. Con respecto a los morales, los estimó en la suma de treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes, dado que “no era posible devolverle el miembro perdido”. 

En sus sendas intervenciones, los recurrentes y no recurrentes expusieron en su orden:

El señor apoderado de la víctima: A su juicio, no hubo concurrencia de culpas y por ese motivo no había lugar a disminuir la responsabilidad civil del procesado. El aquí afectado transitaba a una distancia de 1.80 mts. del andén, es decir, escasos centímetros más de lo permitido. No había posibilidad de exigirle que se desplazara “a un metro exactamente”, ni forma o dispositivo electrónico o línea de demarcación para detectar el incumplimiento. La moto tenía prelación y transitaba a una velocidad morada de 40 k/h.; en consecuencia, la culpa fue exclusiva del motorista del tracto camión y debía responder por el 100% de los daños. 

En cuanto a la tasación de los perjuicios fue sumamente benigna si se aprecian las plurales deformidades físicas de su representado con pérdida del miembro inferior. Presentó un dictamen pericial debidamente sustentado dentro del cual se tuvo en cuenta el salario vigente a la fecha, lo mismo que el hecho de haber sido declarado inválido su cliente, quien no tiene derecho a una pensión por no estar asegurado. Tampoco se dio un justo valor a los perjuicios morales, pues ellos está sustentados no sólo en la testigo que dio fe de la angustia familiar a causa de este insuceso, sino también en la perturbación síquica permanente que fue dictaminada por el psicólogo forense de Medicina Legal. Solicita que por lo menos el Tribunal actualice esa suma en lo que ha sido tradicional en los estrados judiciales para este tipo de eventos: 100 salarios mínimos. Finalmente, llama la atención que la señora Juez no tuvo en cuenta los perjuicios fisiológicos que fueron solicitados en el incidente de reparación, e insiste en la cotización de 100 millones para la prótesis.

Por su parte, el defensor y a su vez representante del tercero civilmente responsable, manifestó: No se ha tenido en cuenta que delante del camión se estacionó un taxi a menos de cinco metros de la esquina, razón por la cual también tiene su parte de responsabilidad en lo acaecido. Tampoco que si el motociclista hubiera transitado dentro de la franja de un metro el accidente no abría ocurrido, con lo cual, es el motociclista el realmente responsable de su propio perjuicio. Adelantar es una maniobra permitida por las reglas de tránsito, y en ese lugar existía un hueco por arreglos sobre la vía. Igualmente, si el motociclista hubiese venido a prudente velocidad, tampoco nada habría pasado, pero como él mismo lo admitió al igual que su apoderado, transitaba entre 40 y 50 k/h, cuando lo permitido en la zona era tan solo de 30 k/h como quedó debidamente certificado. A su modo de ver, la Juez actuó correctamente, toda vez que se debe tener en cuenta la concurrencia de culpas. El paritazgo que presentó, tiene igual poder probatorio al de la contraparte. Los perjuicios morales fueron exagerados, pues no se tuvo en consideración a la testigo que perdió una pierna y dio fe que no era tanto el efecto psicológico en un caso como estos.

La Fiscalía también hizo su intervención como parte no recurrente, para sostener: No está de acuerdo con la compensación de culpas porque se trataba de una vía angosta y el camión no debió adelantar. Es cierto que estaba estacionado un taxi delante del tractocamión, pero también lo es que más adelante del taxi frenó una buseta, o sea que eso no disculpa la acción imprudente del aquí acusado. Así las cosas, el motociclista no tiene culpa, pues de todas maneras el resultado se habría presentado. En cuanto a los perjuicios, la condena debe estar acorde con los hechos probados y a su modo de ver fue irrisoria, máxime para una persona que no tiene preparación alguna y está muy joven. El monto del daño moral fijado por la Juez es incomprensible, porque al decir de la Corte Constitucional, es necesario la ponderación para evitar no sólo el enriquecimiento sin causa, sino también el empobrecimiento.

Finalmente, el Procurador Judicial pide una indemnización justa y equitativa. Se deben ajustar los perjuicios tanto morales como materiales, pues una persona en esas condiciones no consigue trabajo, lo mantendrán otros. De todas maneras, considera que la prótesis no cuesta todo lo que dice la cotización presentada por el representante de la víctima.

3.- La Decisión

Las partes en contienda se han referido a múltiples temas que por supuesto esta Sala de Decisión no puede soslayar en aras de hallar una respuesta coherente a cada una de las pretensiones propuestas. Esos temas se pueden concretar en: el fenómeno de la concurrencia y la compensación de culpas; la culpabilidad de la víctima y, finalmente, la tasación de los perjuicios. En ese orden procederemos a su análisis.

3.1.-  Concurrencia y Compensación de Culpas.

En el Derecho Penal a diferencia del civil, no se admite la “compensación de culpas”, por estar de por medio intereses supra-personales que obligan al Estado a imponer las sanciones correspondientes a todo aquel que por un comportamiento culposo causa daño en el cuerpo o en la salud de otro. Los intereses en conflicto dejan de ser privados y pasan a ser públicos. En materia penal, por tanto, cada sujeto activo de la acción o de la omisión responde por su propia culpa, independientemente de los otros copartícipes.

El denominado “concurso de hechos culposos independientes” (diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo), tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso, sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con resultados de lesiones mutuas.
 Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y en consecuencia, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente.

No obstante su carácter accesorio a la acción penal, la estimación de la responsabilidad civil sí puede verse reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”. De demostrarse que en realidad se omitieron medidas de protección que ocasionaron un plus en el riesgo propio de la actividad peligrosa, se debe ser consecuente con esa realidad dado que en tales condiciones no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado.

Como lo expresa el artículo 2.357 del Código Civil: “La apreciación del daño está sujeta a la reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. Es disposición que debe tenerse en cuenta para la graduación de perjuicios como lo dio a conocer la Corte en providencia del 14 de diciembre de 1992, M.P. Dr. Edgar Saavedra Rojas.

3.2.- Culpabilidad de la víctima

Se ha sostenido, que el joven BETANCURT BUENO contribuyó con su actuar imprudente a su propio deterioro físico. Si así se llegare a aceptar, entonces debe ser compensada en algo la indemnización que al sentenciado  corresponde y de contera a la empresa Transportes “Alianza S. A.” en su condición de tercero civilmente responsable.

El fallo no ya sido censurado en lo que respecta a la declaración de responsabilidad del señor RODRIGO SÁNCHEZ; en consecuencia, parte la Sala de la conclusión según la cual, no hubo culpa exclusiva de la víctima o de un tercero. Así las cosas, si en algo participó la víctima, lo fue de manera complementaria y concurrente.

En el episodio que se juzga, se le endilgan dos comportamientos imprudentes al señor motociclista: transitar a más de un metro de la orilla y con exceso de velocidad. El Tribunal hará el análisis de cada uno de ellos y para el efecto parte de la certeza de su ocurrencia, incluso contando con una confesión de parte en tal sentido; es decir, debemos tener por descontado que efectivamente el joven JAIVER ARDUAY iba a más de un metro de la berma y a exceso de velocidad, contrariando claras normas de tránsito.

Con respecto a lo primero -ir a más de un metro del borde de la calzada-, sostiene el representante de la víctima que tan sólo sobrepasó unos centímetros esa franja imaginaria, razón por la cual no se observa una conducta totalmente desviada que  pudiera dar lugar a la colisión. Que en este análisis no se puede ser milimétrico, pues entre otras cosas, no existe forma de llevar un control. Por el contrario, el profesional que asiste la defensa y al tercero civilmente responsable, hace ver en ese acto antirreglamentario, la causa eficiente del accidente, bajo el entendido de que si el motociclista hubiese transitado a menos de un metro de la berma el resultado dañoso no se hubiera producido.

Esas argumentaciones contrapuestas, deben ser analizadas, a juicio de este Tribunal, a la luz de la Teoría de las Condiciones y de la Teoría del Fin de Protección de la Norma, para determinar si realmente el proceder atribuido puede ser objeto de imputación penal. Se explica:

No toda infracción de tránsito es causa del resultado ni viola los intereses que la norma pretende proteger. No es pues suficiente con establecer que determinada violación a un deber estuvo presente en la actividad de riesgo que se analiza, se requiere además determinar si la conducta imprudente fue causa EFICIENTE de ese resultado y se encontraba al margen de la situación de hecho que la norma quiere preservar.

Cuando se dice que si este motociclista no hubiese transitado por fuera del espacio permitido, el resultado no se habría producido, se está haciendo referencia a la Teoría de la Conditio sine qua non o Equivalencia de las Condiciones que ya ha sido superada. En efecto, según esta Teoría “todas la condiciones generadoras de un resultado tienen igual valor causal -son equivalentemente causales todas-“, y de ese modo se sostiene que “una acción es causa de un resultado, si suprimida idealmente su realización desaparece también el resultado”; en otras palabras, se iguala la causa a la condición. Ha sido criticada tal posición por su laxitud, pues entendida una relación causal en ese sentido, se llegaría a la causa incausada y cualquier causa por leve que sea se asimilaría a las demás (así respondería por homicidio quien fabricó el revólver y hasta los padres del homicida).

Surgió la Teoría de la Causa Adecuada, según la cual “una acción es causa de un resultado, cuando según el normal acontecer produce determinado evento” y se establecen los siguientes criterios limitativos: 1. La previsibilidad objetiva; 2. La diligencia debida; 3. El incremento del riesgo; y 4. El fin de protección de la norma. Se trata de elementos complementarios entre sí que por tal motivo deben estar concatenados, llegándose a afirmar que: “puede incrementarse el riesgo sin que de allí se derive responsabilidad penal alguna, por estar por fuera del ámbito de protección de la norma”.

Ese criterio de imputación -fin de protección de la norma- aplicado al campo de los Delitos Culposos, parte del siguiente principio expresado por Enrique GIMBERNAT:

…Los deberes de diligencia, cuya infracción es lo que hace que una acción sea imprudente, persiguen impedir determinados resultados. Si el resultado producido por el comportamiento negligente no es uno de los que se querían evitar con el establecimiento del deber, el autor está exento de responsabilidad. Cual sea ese fin de la norma es algo que se puede determinar perfectamente utilizando los métodos corriente de la interpretación jurídico penal” 

Sobre ese mismo principio, el autor Eduardo Montealegre Lynett da el siguiente ejemplo: “…verbigracia, no le es imputable al médico que asiste embriagado a una sala de cirugía, la muerte del paciente que se produce por la infección ocasionada al utilizar un instrumento sobre el cual el hospital no desplegó la asepsia correspondiente. Estar sobrio, es un deber de cuidado destinado a evitar que se disminuyan las condiciones del facultativo, no para evitar la utilización de material séptico”.

Y por su parte, ROXIN nos trae esta otra casuística que se aviene más al caso que aquí analizamos pues se trata de un hecho de tránsito: “Si un conductor que marcha reglamentariamente -pero que conduce sin el correspondiente permiso o que transporta alcohol de modo prohibido- se ve mezclado en un accidente, o si durante el ADELANTAMIENTO ANTIRREGLAMENTARIO se produce un accidente, sólo porque a causa de un defecto irreconocible del material se rompe y sale disparada una rueda del turismo que efectuaba el adelantamiento, ciertamente se podrá decir que la punición por homicidio o lesiones imprudentes no correspondería al fin de protección de las normas infringidas en cada caso, y que por tanto, ha de quedar excluida, pues naturalmente el fin de las disposiciones de que se trata no es oponerse a las consecuencias inevitables de la conducción correcta ni a las repercusiones de defectos irreconocibles del material”.

Con esas premisas fundamentales, cabe preguntarnos para acceder al asunto debatido: ¿Será que el hecho de transitar el motociclista a unos centímetros por fuera de la franja imaginaria que le estaba asignada, fue CAUSA EFICIENTE o DETERMINANTE del acontecer culposo?, o mejor, ¿Será que desplazarse en esas condiciones y colisionar con otro vehículo, este sí en contravía por invadir el carril contrario, implica violar el fin de protección de la norma? A esos interrogantes la respuesta es necesariamente negativa. Veamos por qué:

Un entendimiento teleológico del artículo 94 del Código de Tránsito Terrestre que exige a los motociclistas transitar a no más de un metro de la acera u orilla, nos indica que la razón de ser de esa disposición es permitir el desplazamiento de los demás vehículos que van en igual sentido y que lo deben hacer por su costado izquierdo, pero en momento alguno el facilitar las maniobras de adelantamiento de quienes transitan en sentido contrario que como se sabe es un proceder de alto riesgo; de ser así, estaríamos ante la permisión de un riesgo excesivo promovido por una norma de tránsito cuya razón de ser es precisamente prevenirlo. 

De igual manera, cuando el artículo 130 de la misma codificación, al referirse a las vías de sentido único con dos carriles indica: “Los vehículos transitarán por el de la derecha y utilizarán el carril de la izquierda sólo para maniobras de adelantamiento”, aquí el fin de protección de la norma es el permitir una adecuada circulación vial, pues un correcto desplazamiento implica la mayor velocidad para uno de los carriles, lo cual es básico en las maniobras de adelantamiento.

Si se sabe entonces que para aquél instante no se desplazaban vehículos en igual sentido y por el costado izquierdo del motociclista, no era tan trascendental el cumplimiento de la exigencia normativa para éste; en cambio, era improcedente la maniobra de adelantamiento cuando el conductor del tracto camión sabía de la presencia de la moto sobre el carril contrario en un espacio ciertamente reducido.

Ahora bien, en cuanto al exceso de velocidad por parte del motociclista, es situación que si influye desfavorablemente en el resultado dañoso, no sólo porque la disposición prohibitiva en ese sentido sí está diseñada para evitar este tipo de resultados, sino porque evidentemente a exceso de velocidad los efectos corporales del golpe recibido son de mayor entidad.

No hay lugar a sostener tampoco, que aquí existió culpa exclusiva de un tercero, en nuestro caso el taxista u otro vehículo que estaba adelante (al parecer un bus de servicio público que paró para recoger pasajeros); pues, no obstante la posibilidad de que estos incidieran con su acción imprudente al resultado lesivo, es lo cierto que el proceder del conductor del tracto camión no podía adelantar en las condiciones en que lo hizo, sino estacionar a la espera de que reanudaran la marcha quienes estaban delante de él, o hacer la maniobra de adelantamiento tan pronto pasara la motocicleta y el carril contrario quedara despejado.

La señora Juez de primer grado, no obstante la omisión de este análisis, tomó una determinación que de todas maneras la Sala encuentra proporcional al grado de concurrencia de culpas y al porcentaje de compensación que el caso ameritaba; esto es, el 80% para el conductor del camión y el 20% para la víctima. Por tal razón se avalará la determinación tomada en tal sentido, muy a pesar de las juiciosas intervenciones que la confrontan por parte de los señores apoderados en esta segunda instancia.

3.3.- Tasación de los Perjuicios

Teniendo ya establecido que el sentenciado está en el deber de reparar el daño causado y que su obligación es cubrir el 80% de la indemnización, resta precisar cuál es el valor de los perjuicios tanto patrimoniales como extrapatrimoniales. A ese respecto, se hace indispensable abordar varios puntos en discusión y de allí concluir cuál de los dos dictámenes se acoge o qué modificaciones proceden. Los puntos en contienda con incidencia de fondo en el asunto, son: a)- Salario mínimo a tener en consideración, si el del momento de la ocurrencia del hecho o si de un promedio al haber variado en los últimos tres meses; b)- Efecto de la prótesis en el porcentaje de incapacidad laboral; y c)- Calidad del estado de invalidez, para determinar si corresponde un derecho indemnizatorio al cien por cien, o proporcional al estimativo del 52.3% que definió la Junta de Calificación de Invalidez. 

Pero antes de abordar cada punto, la Sala deja esclarecido desde ya, que efectivamente los parámetros para el manejo de la indemnización de perjuicios han sido divergente en la Jurisdicción Civil, en la Contencioso Administrativo y en la Laboral; razón por la cual, hará uso del razonamiento pertinente para la definición de cada asunto acorde con el tema que corresponda, sin desconocer que se debe privilegiar la doctrina que al respecto existe en materia civil por ser ésta la llamada a aplicarse en tratándose de la responsabilidad extracontractual entre particulares.

Acerca de los temas en conflicto, tenemos:

PRIMER PUNTO: El salario mínimo. La perito designada por la defensa y representante legal del tercero civilmente responsable, nos habla de la necesidad de hacer una ponderación por cuanto al decir de las disposiciones laborales cuando el salario ha variado en los últimos tres meses corresponde promediar los salarios mínimos. Que como en el caso presente el hecho de tránsito ocurrió en enero de este año, lo pertinente era promediar los salarios vigentes a 2004 y a 2005. 

A decir verdad, no es ortodoxa esa apreciación final, por cuanto lo que habla la legislación laboral es de promediar los salarios de los últimos tres meses cuando el trabajador tiene un salario variable, que es situación diferente a cuando hay un cambio de salario mínimo que obra por disposición legal en el momento de la ocurrencia del hecho.

El salario que debió tenerse en cuenta es el vigente al momento de la ocurrencia del hecho, esto es, el del año 2005 equivalente a $381.500.oo, por varias razones: a)- Porque el ingreso del aquí afectado es indeterminado, se trata de un trabajo independiente y ocasional; con lo cual, no hay lugar a promediarlo; b)- Acatando las voces del artículo 8 de la Ley 153 de 1887, es procedente dar aplicación al artículo 155 del Código del Menor a falta de otra normatividad para el asunto, según el cual, en los casos de indeterminación del monto de los ingresos se tendrá como referente, por presunción, el salario mínimo legal mensual vigente.

SEGUNDO PUNTO: Efecto de la prótesis adecuada. El perito miembro de la Junta Calificadora de Invalidez, reconoció que de ponerse la prótesis podría ayudar a reducir el porcentaje de incapacidad en el ítem de “deficiencias”, aunque no el suficiente como para reducir el 50% que sirve de referente a la declaración de invalidez. Muy a pesar de esa eventualidad, es lo cierto que se trata de una mera expectativa, algo que puede lograr o no los efectos deseados según un proceso de reacomodamiento, razón para que el Tribunal descarte en este momento esa potencial reducción habida consideración a que este pronunciamiento tiene que partir de un hecho cierto e incontrovertible, que no es otro que el porcentaje de calificación de la invalidez fijado por la Junta de Calificación en un 52.3%.

En lo que hace al valor cotizado de la prótesis, fueron presentadas cuatro cotizaciones: una por la defensa equivalente a cien millones de pesos, y otras tres por la contraparte por los siguientes valores: 9’500.000.oo, 7’370.000.oo, y 1’184.400.oo. La Sala considera que la cotización que se ajusta al caso, es la de 9’500.000.oo, es decir, la más alta de las tres presentadas por la defensa y representante del tercero civilmente responsable, no sólo porque inexisten razones de peso que justifiquen el primero de los valores por cien millones de pesos, sino porque es realmente un precio exagerado para esa adquisición.
TERCERO PUNTO: Calidad de la invalidez: Se sostuvo por la perito presentada por el representante de la víctima, que el estimativo indemnizatorio debe correr al cien por cien toda vez que el hecho de decretarse una invalidez mayor al 50% implica que ya no está en capacidad de trabajar; a lo cual refutó el representante del tercero civilmente responsable que el joven BETANCURT BUENO no había muerto, estaba vivo y tenía aún una capacidad laboral del 47.7%. Esa apreciación, desde un punto de vista eminentemente laboral, es cierta, es decir, a quien se le declara una invalidez, es persona con derecho a una pensión vitalicia bajo el presupuesto de no poder laborar; empero, desde el punto de vista de la capacidad para desenvolverse físicamente y para los fines que corresponden al pago de una indemnización, debe entenderse que es ese porcentaje del 52.3% el que corresponde para efecto de la cuantificación de los perjuicios.

Con fundamento en esos parámetros de reflexión, el Tribunal acoge el segundo dictamen, es decir, el presentado por la defensa y representante del tercero civilmente responsable en lo cual se coincide con la señora Juez de primera instancia; pero, lo modifica en atención a la variación del valor del salario mínimo que debe tenerse en consideración según lo ya expuesto, y en ese sentido los valores a indemnizar por concepto de perjuicios materiales, serán los siguientes
: LUCRO CESANTE CONSOLIDADO = $1.498.937,34, LUCRO CESANTE FUTURO = $36.302.978,32 DAÑO EMERGENTE FUTURO (no varía) = $ 9.500.000,oo. SUMATORIA:  $47.301.915,66. El 80% de esta cantidad, que es lo que corresponde al porcentaje de responsabilidad deducido para el aquí sentenciado, equivale a un monto de indemnización de  $37.841.532,52.

Se descarta de ese modo el dictamen rendido por la perito que dio respaldo a los intereses del señor apoderado de la víctima en lo que hace al monto de los perjuicios de índole patrimonial, toda vez que incurrió en los inaceptables excesos ya citados, aunado a uno de mayúscula envergadura, como fue el hecho de haber tomado dentro del lucro cesante futuro el tiempo que ya  se había tenido en cuenta para valorar el lucro cesante consolidado, es decir, tomó dos veces el tiempo transcurrido entre la ocurrencia del hecho y la fecha de rendición del dictamen (4.17 meses).

En lo que tiene relación con los perjuicios morales, tanto objetivados como subjetivos, la Sala considera que hay lugar a una variación en el estimativo dado por la primera instancia, por cuanto el monto de ese paliativo fue bajo en relación con el daño real sufrido por la víctima y parientes cercanos. Lo primero a señalar, es la existencia de una disposición específica en el Código Penal -art.97-, que indica que esa pretensión puede ascender a un máximo de 1000 s.m.l.m.v., que debe entenderse referida única y exclusivamente a los perjuicios morales, tomando en consideración los factores allí definidos de conformidad con la interpretación que dio la Sentencia C-916 del 29 de Octubre de 2002 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. Por demás, el fallo omitió mencionar las personas a cuyo favor se haría el pago, es decir, la parte acreedora quedó indefinida, pues sólo se hizo alusión a “la víctima”.

En ese sentido, la decisión de primer grado adolece de la precisión necesaria no sólo en definir a los sujetos beneficiarios, sino también en qué cantidades, lo cual es sustancial porque se hace necesario precisar el grado de afectación según la línea de parentesco, intimidad y solidaridad con la víctima, en general, el estado de esa relación. De igual manera, se observa una omisión concreta al llamado perjuicio fisiológico que hoy en día aparece vinculado directamente al daño en la vida de relación. Como lo expresara esta misma Sala de Decisión con ponencia de quien ahora asume igual función
, ese perjuicio fisiológico sí debe ser materia de valoración concreta en tratándose de los efectos civiles de un comportamiento delictivo, toda vez que la reparación que aquí se exige debe ser INTEGRAL.

Importante precisar, que el concepto de perjuicios fisiológicos, ha sido sustituido por el denominado “daño a la vida de relación”, al decir del Consejo de Estado -Sala de lo Contencioso Administrativo-
. Se trata de un daño inmaterial que afecta la vida exterior (en sociedad), diferente en su esencia al propiamente moral -referido a la vida interior-y consiste en “la pérdida de la posibilidad de realizar...otras actividades vitales, que aunque no producen rendimiento patrimonial, hacen agradable la existencia”.

En el caso concreto, es innegable que el joven BETANCURT BUENO padece y padecerá las consecuencias nocivas de la pérdida de uno de sus miembros inferiores, pues por más que se diga que otros han logrado superar la tragedia y se sientan orgullosos por sus logros (caso de la testigo que se presentó para anunciar que no obstante la pérdida de una pierna en accidente de tránsito no se ha visto afectada en lo individual, en lo familiar ni en lo social), es inevitable que una persona joven como lo es JAIVER ARDUAY, deportista laborioso, sienta el rechazo real o imaginario de sus semejantes por razón de su minusvalía. En otras palabras, ya no será el mismo de antes, o mejor, ya no se sentirá el mismo de antes, que es igual para efectos del daño psicológico.

Con respecto a los perjuicios morales propiamente dichos, la Sala acogerá los criterios para la estimación de perjuicios morales definidos en sentencia paradigmática del veinticinco (25) de noviembre de 1992 por parte de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, precisamente emitida en un hecho de tránsito, los cuales tratan de evitar tanto un lucro injustificado para los afectados, como el empobrecimiento indebido del causante del daño o los terceros civilmente responsables. Para el efecto, no se debe partir de presunciones legales sino de las presunciones judiciales o de hombre, o sea que la prueba dimana del razonamiento o inferencia que lleva a cabo el Juez -arbitrium iudicis-, para cuyo efecto debe tener como norte que lo que el pago de la indemnización pretende es una relativa satisfacción compensatoria por el dolor sufrido -pretium doloris-.

Por lo mismo, el Tribunal dispondrá que se cancelen por concepto de perjuicios extrapatrimoniales, tanto al afectado como a sus parientes cercanos, adicionado en lo que hace directamente a la víctima lo atinente al perjuicio fisiológico o daño en la vida de relación, las siguientes sumas: Al directo perjudicado, el equivalente a treinta (30) s.m.l.m.v.; a los padres que viven bajo el mismo techo y dependían de él, la cantidad equivalente a diez (10) s.m.l.m.v. para cada uno; y, finalmente, quince (15) s.m.l.m.v. para el hijo del afectado, quien también convive con él y dependía de su auxilio. Con todo, el monto de los perjuicios morales, fisiológicos y en la vida de relación, ascenderán a sesenta y cinco (65) s.m.l.m.v., monto que constituye el 80% como porcentaje de responsabilidad asignado al conductor del tracto camión y que se tasará conforme al valor del salario mínimo vigente a la fecha en que se efectúe el pago.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo de condena proferido por la señora Juez Primero Penal Municipal del Municipio de Desquebradas (Rda.), en la parte objeto de recurso, pero lo MODIFICA de la siguiente manera: 1)- Por concepto de perjuicios materiales, se pagará el equivalente a $37.841.532,52 más el interés legal corriente hasta el momento de su cancelación; 2)- El valor de los perjuicios extramatrimoniales que comprende los morales, fisiológicos y de vida de relación, será el equivalente a sesenta y cinco (65) s.m.l.m.v. vigentes al momento en que se haga efectivo el pago, distribuidos en la forma indicada en la parte motiva, 3)- A esas cantidades queda obligado el aquí procesado de manera solidaria con el tercero civilmente responsable vinculado formalmente al trámite incidental.
Esta sentencia queda notificada en estrados.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                         VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Ejemplo dado por el maestro REYES ECHANDÍA, Alfonso, en su obra La Culpabilidad, pgs. 132 y 133.





� Cfr. BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto,  Delitos contra la Vida y la Integridad Personal, pgs. 142,143 y 146.


� GIMBERNART ORDEIG, Infracción del deber de diligencia y fin de la norma en los Delitos Culposos, pg. 682.


� ROXIN, Claus, Problemas Básicos de Derecho Penal, ed. Beux, trad. Luxón Peña, 1976.


�  Salario: Salario mínimo + 25% prestaciones – 25 % Deducciones = 381.500 + 95.375 = 476.875 –119.218.75 = $357.656.25. Lucro Cesante Consolidado: Renta x (1+i)n – 1   


		                                                                                                                 	      i 


Lucro Cesante Futuro:   RA = L. C. C / Meses Vencidos = $1.498.937,34        = $359.457,39


                                                                                                 4.17


Fórmula:  L. C. F. = RA x (1 + i)n - 1 


		                i (1+i)n


= 359.457,39 x    (1 + 0,004867)607.83 – 1            = 359.457.39 x 192.9204  = $69.346.663,46        


	            (0.004867) (1+0.004867)607.83





Pérdida de capacidad productiva:  52.35 %. Indemnización = 69.346.663,46 x 0.5235 = $36.302.978,32


 


� Cfr. Sentencia de segunda instancia proferida el día 29 de Septiembre de 2003, en proceso radicado al No 661703104001-20030014701, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque





� Sentencia de Julio 19 de 2000, expediente 11.842, Consejero Ponente Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez
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